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Resumen: El presente artículo analiza críticamente la hipertrofia regulatoria y el 
formalismo en el sistema de administración de riesgos AML/TF dentro del sector 
asegurador venezolano. A través de la lente del análisis económico del derecho y 
la sociología crítica se examina cómo la incapacidad institucional para distinguir 
entre riesgos significativos y marginales diluye la eficacia de la supervisión y 
genera una pérdida irrecuperable de eficiencia social. El estudio concluye en la 
imperiosa necesidad de restaurar el Enfoque Basado en Riesgo desde los princi-
pios dogmáticos de proporcionalidad y razonabilidad, devolviendo la autonomía 
técnica al especialista como única vía para rescatar la autoridad moral y la eficacia 
del ordenamiento jurídico preventivo.
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Insurance Compliance in Venezuela: Some Practical Challenges

Abstract: This article offers a critical analysis of regulatory hypertrophy and 
blind formalism within the anti-money laundering and counter-terrorist financing 
prevention system in the Venezuelan insurance sector. Through the lens of the 
economic analysis of law and critical sociology it examines how the institutional 
inability to distinguish between significant and de minimis risks dilutes supervisory 
effectiveness and generates a deadweight loss for the economy. The study 
concludes with the imperative need to restore the Risk-Based Approach grounded 
in the dogmatic principles of proportionality and reasonableness, reinstating the 
specialist’s technical autonomy as the sole path to rescue the moral authority and 
efficacy of the preventive legal framework.
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INTRODUCCIÓN

La práctica del diaria del Compliance en Venezuela, desde el punto de vista estric-
tamente de Derecho Privado, es decir, ejercido dentro de una empresa mercantil, se ha 
caracterizado por una serie de tensiones acerca de cómo se deben cumplir sus fines úl-
timos, e incluso pareciera que estos mismos fines podrían haberse desdibujado. En este 
artículo pretendemos, desde la experiencia cotidiana de los últimos veinticinco años, 
comentar algunas de las dificultades que se enfrentan en la actualidad, muy específica-
mente en el sector altamente regulado de los seguros, en la cambiante actualidad del año 
2026. El presente es, por lo tanto, un trabajo más basado en la realidad del ejercicio que 
una investigación teórica.

Para empezar a entender las particularidades del cumplimiento normativo en el 
ordenamiento jurídico del país, quizás lo primero que debemos abordar es el nombre 
de aquello que constituye el centro y origen de la necesidad de tener una estructura de 
Compliance tal como la conocemos hoy en día: el lavado de dinero.

Venezuela ha pasado el último cuarto de siglo ensayando una suerte de aisla-
miento, sin que lo lingüístico se vea exento. En el afán de marcar una distancia ideoló-
gica con el mundo occidental, hemos ido levantando muros de cristal que nos separan 
del entendimiento global. Esta voluntad de aislamiento ha tenido un costo profundo en 
nuestro sistema de justicia, donde el lenguaje se ha convertido en una auténtica barrera. 
Y una de las muestras más nítidas de esta patología es el empeño en utilizar el término 
“legitimación de capitales” para designar aquello que el resto del planeta denomina 
lavado de dinero o blanqueo de capitales.

*	 Abogado de la Universidad Central de Venezuela, Doctor en Ciencias mención Derecho de la UCV. Profesor de Antropo-
logía Jurídica en el Centro de Postgrado de la FCJP de la UCV. Columnista en El Universal.
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Mientras el mundo utiliza metáforas de limpieza (lavar lo que está sucio, blan-
quear lo que es oscuro) para referirse al proceso de ocultar el origen ilícito de un pa-
trimonio, la terminología venezolana ha optado por una pirueta semántica que termina 
siendo un disparate semántico. “Legitimar” es, por definición, conferir legitimidad, 
es decir, hacer que algo sea conforme a las leyes. Usar esta palabra para designar la 
ocultación del origen ilegal de los bienes es una verdadera ironía: es como si el proceso 
realmente convirtiera los fondos ilícitos en lícitos.

La prueba definitiva de que este empeño en ser diferentes al mundo occidental 
fractura la lógica del sistema se encuentra en la propia Constitución de 1999. El artículo 
271, en su intento de hablar del blanqueo de capitales, menciona la “deslegitimación” 
de capitales. Al intentar a toda costa ser “únicos”, nos vemos expuestos a lamentables 
errores. Esta particularidad que nos aleja de los estándares mundiales surgió, como 
es habitual que suceda con estas singularidades, de la voluntad de una sola persona. 
Como también lo fue nuestra incorporación al Grupo de Acción Financiera del Caribe 
(GAFIC), en lugar del Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica (GAFILAT), cu-
yos miembros tienen muchos más puntos en común con Venezuela (empezando por el 
lenguaje castellano).

El personalismo jurídico, al imponer un lenguaje que nos aísla, actúa como una 
barrera no arancelaria. El individuo no es verdaderamente libre de transar si su orde-
namiento jurídico le obliga a hablar un dialecto que nadie más comprende. En este 
sentido, la persistencia en el término “legitimación” y el alejamiento del GAFILAT son 
decisiones políticas que sacrifican el derecho del particular a la integración económica 
en aras de una supuesta originalidad legislativa.

1. El problema del ámbito de aplicación

En la mayoría de las jurisdicciones desarrolladas, las normativas AML se 
circunscriben casi exclusivamente a los seguros de vida con componente de inversión, 
las fianzas y ciertos depósitos. La razón es técnica: estos productos poseen un valor 
de rescate o una capacidad de movilización de fondos que permite la integración de 
capitales ilícitos.

El GAFI (FATF), en su Glosario y en la Nota Interpretativa a la Recomendación 
10, es explícito al definir el sector asegurador sujeto a regulación:

“A los efectos de las Recomendaciones del GAFI, el término ‘institución financie-
ra’ incluye a cualquier persona o entidad que realice operaciones de seguros (...) 
específicamente seguros de vida y otros seguros relacionados con la inversión.”
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Se estima que en más del 90% de las jurisdicciones que siguen estrictamente 
el Enfoque Basado en Riesgos (EBR), los seguros de salud, accidentes personales y 
ramos patrimoniales están exentos de la aplicación de normas AML, precisamente 
porque no permiten el lavado de activos de forma eficiente. En este sentido, la norma 
venezolana no sigue la tendencia de sus socios comerciales más desarrollados y tiende 
a un overcompliance poco adaptado a la realidad del mercado. Las normas AML se 
aplican para todos los productos de seguros, sin excepción.

Aplicar normas AML a un seguro de salud, por citar un ejemplo, es técnica y 
lógicamente contradictorio con la Administración de Riesgos. En estos productos, el 
flujo financiero está condicionado a la ocurrencia de un siniestro de carácter personal 
(enfermedad o accidente) y, por lo general, los pagos se realizan directamente a presta-
dores de servicios médicos (clínicas). No existe posibilidad práctica de “reversión” de 
fondos lícitos a través de rescates.

Como advierte Jeremy Bentham en su teoría sobre la utilidad de las penas y las 
cargas: “ El daño derivado de la regulación no debe exceder el daño de la infracción 
que busca prevenir.”1 Obligar a un paciente a cumplir con una debida diligencia de 
beneficiario final o KYC exhaustivo para contratar una póliza de salud añade una capa 
de “fricción administrativa” que no mitiga un riesgo real, sino que obstruye el acceso a 
lo que en la realidad económico-social de Venezuela es una auténtica necesidad, pues 
el seguro privado de salud se ha convertido en un virtual sustituto del sistema de salud 
pública.

La universalidad de la norma AML en Venezuela genera lo que la doctrina deno-
mina parálisis por análisis. Al tratar la póliza de salud de un empleado como un riesgo 
potencialmente igual al de una inversión financiera compleja, el sistema de control 
pierde su capacidad de discriminación.

Cass Sunstein argumenta en Simpler: The Future of Government que: “La redun-
dancia en la recopilación de información, especialmente en sectores de bajo riesgo, 
crea una ‘niebla de cumplimiento’ que oscurece las actividades verdaderamente sos-
pechosas”2. Cuando todo es sospechoso por mandato legal, nada es verdaderamente 
sospechoso para el analista. El overcompliance en ramos de salud no es una “sana 
administración de riesgos”, sino una distorsión que consume recursos técnicos en áreas 
donde la probabilidad de legitimación de capitales es marginal o inexistente.

1	 Jeremy Bentham, Principles of Penal Law (Edimburgo: John Bowring, 1843). 161 (Consultado en archive.org)
2	 Cass Sunstein, Simpler: The Future of Government (Nueva York: Simon & Schuster, 2013). 12
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La normativa venezolana, al no diferenciar entre productos de inversión (Vida) 
y productos de indemnización o servicio (Salud/Patrimoniales), se aparta del consen-
so internacional y de la lógica financiera. Porque no debería ser necesario señalar la 
vocación totalmente distinta de los distintos ramos. La causa del contrato de seguro es 
completamente distinta. Mientras que en los seguros de vida con componente de ahorro 
la causa es predominantemente financiera/inversión, en los seguros de salud y ramos 
patrimoniales la causa es puramente indemnizatoria. Al no haber acumulación de ca-
pital disponible para el tomador, el riesgo de AML se reduce prácticamente a cero. El 
resultado es un sistema hipertrófico que sacrifica la eficiencia del sector asegurador en 
favor de una acumulación documental estéril, contraviniendo el principio de proporcio-
nalidad y alejándose de la verdadera lucha contra el crimen organizado, la cual requiere 
precisión, no saturación.

Es necesario recordar que la actual crisis económica redujo la suscripción de 
los ramos patrimoniales (automóvil, incendio, transporte) a mínimos históricos, des-
plazando casi la totalidad de la cartera de las aseguradoras hacia los seguros de salud 
(HCM). Al convertirse el ramo de salud en el sostén del sector, el impacto del over-
compliance documental es masivo y paraliza la operación comercial de un mercado 
ya de por sí encogido. Asimismo, pensemos que esta carga documental no solo afecta 
a la empresa mercantil (la aseguradora), sino que afecta profundamente a los interme-
diarios de seguros, quienes operan como sujetos obligados periféricos sin la infraes-
tructura tecnológica para procesar debidamente las exigencias de la Providencia 0536.

2. El problema de la determinación del beneficiario final

La derogada Providencia 004 se caracterizó por una “inflación documental” que 
ignoraba la naturaleza estratificada del riesgo. Al imponer requisitos de conocimiento 
del cliente (KYC) exhaustivos y uniformes para todos los perfiles, el regulador incurrió 
en un error de diseño institucional: la presunción tácita de que todo cliente representa 
un riesgo elevado. Como señala Cass Sunstein en The Cost-Benefit State, la hiper-re-
gulación sin análisis de proporcionalidad genera ineficiencias sistémicas: “ Cuando un 
sistema regulatorio no logra distinguir entre riesgos significativos y riesgos de mini-
mis, asigna de manera ineficiente los recursos sociales y disminuye la efectividad de la 
propia supervisión.”3

En este escenario, el “overcompliance” no se traducía en mayor seguridad, sino 
en un ruido estadístico que impedía a los oficiales de cumplimiento detectar operacio-
nes verdaderamente inusuales, al estar saturados por la gestión de expedientes de bajo 

3	 Cass Sunstein, The Cost-Benefit State (Chicago: American Bar Association, 2002). 57.
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riesgo. La entrada en vigor de la Providencia 0536 representa un avance doctrinal al 
reconocer formalmente la segmentación de riesgos. Este enfoque permite a los sujetos 
obligados aplicar medidas de debida diligencia proporcionales al riesgo identificado 
(simplificada, limitada, integral o intensificada).

El GAFI, en su preámbulo a los estándares internacionales, justifica esta flexi-
bilidad: “El enfoque basado en riesgos (EBR) permite a los países, dentro del marco 
de los requisitos del GAFI, adoptar un conjunto de medidas más flexible con el fin de 
dirigir sus recursos de manera más eficaz y aplicar medidas preventivas que sean pro-
porcionales a la naturaleza de los riesgos.”

A pesar de la apertura hacia la segmentación, la Providencia 0536 mantiene un 
núcleo de rigidez respecto a la identificación del beneficiario final. Al exigir este re-
quisito de forma absoluta, independientemente del nivel de riesgo del cliente (persona 
jurídica), el sistema reintroduce la patología del overcompliance en el eslabón más 
costoso de la cadena de verificación.

Esta contradicción interna vulnera el principio de eficiencia regulatoria. Si un 
cliente es categorizado como “Riesgo Bajo” tras un análisis de su actividad, ubicación 
y volumen transaccional, la exigencia de desentrañar su beneficiario final —especial-
mente en ausencia de un registro público accesible, como se analizó anteriormente— 
anula los beneficios operativos de la segmentación.

Siendo que la normativa vigente exige a los sujetos obligados del sector asegu-
rador la identificación plena del beneficiario final (beneficial owner), veamos a qué nos 
enfrentamos con ese deber formal. Según los estándares del Grupo de Acción Financie-
ra Internacional (FATF/GAFI), este se define como: “La persona o personas naturales 
que finalmente poseen o controlan a un cliente y/o la persona natural en cuyo nombre 
se realiza una transacción. También incluye a aquellas personas que ejercen el con-
trol efectivo final sobre una persona jurídica o estructura jurídica.” (FATF Guidance, 
2014).

La trasposición de esta definición al ordenamiento interno impone al asegurador 
la carga de desentrañar estructuras de propiedad complejas. No obstante, el cumpli-
miento de este mandato se enfrenta a una carencia estructural: la inexistencia de un re-
gistro público, automatizado y de acceso en línea que permita verificar la composición 
accionaria de las personas jurídicas.

Al exigir la determinación del beneficiario final sin ofrecer las herramientas re-
gistrales para validarlo, el Estado delega una función de verificación pública en el ente 
privado sin transferirle las potestades correspondientes.
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La doctrina del adagio ad impossibilia nemo tenetur resulta aquí de aplicación 
obligatoria. La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia N° 
1054 del 20 de mayo de 2005, ha establecido que el Estado no puede exigir al adminis-
trado un comportamiento que exceda de sus facultades materiales o jurídicas, so pena 
de incurrir en una desviación de poder por irracionabilidad.

Evidentemente, las empresas (a pesar de no tener los medios adecuados para 
ello) intentan dar cumplimiento a esta determinación del beneficial owner, pero ¿a qué 
costo? Desde el análisis económico del derecho, la eficiencia de una norma se mide por 
su capacidad para alcanzar un objetivo social al menor costo posible. Cuando el Estado 
detenta el monopolio de la información registral pero no garantiza su publicidad, im-
pone al sector privado un costo de transacción exorbitante.

Richard Posner, en Economic Analysis of Law, sostiene que: “ Cuando la ley im-
pone costos de búsqueda que el Estado podría minimizar fácilmente a través de regis-
tros centralizados, genera una pérdida irrecuperable de eficiencia para la economía.”4

En la práctica aseguradora, esto se traduce en un consumo desproporcionado de 
horas/hombre. El costo operativo incluye diligencias de campo para obtener copias 
físicas de expedientes y análisis forenses para reconstruir cadenas de titularidad dis-
persas. Esta inversión de recursos no se destina a la prevención del riesgo, sino a la 
gestión de la carencia estatal. Se produce una transferencia de costos: el Estado ahorra 
en infraestructura tecnológica lo que el sector privado gasta en burocracia operativa. Y 
evidentemente, todo lo anterior resulta en una gestión de riesgos extremadamente in-
eficaz: se usan cantidades ingentes de recursos en sujetos que probablemente ostentan 
niveles de riesgo bajísimos.

La situación se hace particularmente grave cuando esta obligación de imposible 
cumplimiento es usada para medir a las empresas. El regulador ha implementado re-
cientemente un sistema de categorización o ranking de cumplimiento donde aparente-
mente la identificación del beneficiario final posee un peso específico determinante. Sin 
embargo, este mecanismo es intrínsecamente engañoso. Lo que se evalúa no es la vera-
cidad de la información (inasible ante la opacidad del Registro Mercantil) sino la mera 
formalidad del soporte documental de una información no necesariamente correcta.

Como advierte Nassim Nicholas Taleb en The Black Swan: “ El problema con 
los expertos es que no saben lo que no saben. Miden lo que es visible y, si algo no es 
visible, asumen que no existe.”5

4	 Richard Posner, Economic Analysis of Law (Boston: Little, Brown and Company, 1973). 312.
5	 Nassim Nicholas Taleb, The Black Swan (Nueva York: Random House, 2007). 32.
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En este contexto, el ranking premia el cumplimiento formal (formal compliance) 
sobre el cumplimiento efectivo (effective compliance), generando una ilusión de con-
trol que debilita el sistema preventivo y que crea distorsiones en el público, que no ma-
neja ni puede manejar suficiente información para hacerse una opinión propia. Estamos 
ante un caso claro de desinformación a un sector vulnerable de la población, que vuelve 
sus ojos al regulador en busca de claridad y solo consigue opacidad.

En conclusión, la exigencia de determinar el beneficiario final en ausencia de un 
registro de acceso público y expedito desvirtúa la naturaleza del control administrativo. 
El cumplimiento se vuelve un privilegio de escala: solo los sujetos obligados con 
grandes presupuestos pueden costear las horas/hombre necesarias para una diligencia 
que debería ser inmediata.

Bajo este esquema, el sistema de supervisión ignora la imposibilidad material de 
acceso a los datos y se convierte en una ficción jurídica. El resultado no es un sector 
más seguro, sino un mercado que compite por la elaboración de un archivo documental 
de calidad dudosa, mientras el riesgo real permanece oculto tras el velo corporativo que 
el propio Estado omite levantar. También es interesante mencionar las posibilidades de 
auditoría: estamos hablando de varias decenas de miles de clientes de seguros que son 
personas jurídicas.

La Providencia 0536 supone una evolución nominal hacia la modernidad regu-
latoria, pero su implementación se ve lastrada por el atavismo de la Providencia 004 
en puntos críticos. Mientras la identificación del beneficiario final, en ausencia de un 
registro mercantil disponible en línea, no sea sometida a los mismos criterios de seg-
mentación y racionalidad que el resto de las variables de riesgo, el sistema seguirá ope-
rando bajo una lógica de desconfianza generalizada. El resultado es un modelo híbrido: 
moderno en su retórica de riesgos, pero arcaico y punitivo en su ejecución documental.

3. El problema de la naturaleza heterodoxa del oficial de cumplimiento

La Providencia establece que el Manual de Políticas, Normas y Procedimien-
tos del Sistema de Administración de Riesgos de Legitimación de Capitales, Finan-
ciamiento al Terrorismo, Financiamiento de la Proliferación de armas de Destrucción 
Masiva y Otros ilícitos (Manual AML), redactado por el OC, debe ser revisado o va-
lidado por el auditor interno. Lo mismo sucede con otro instrumento extremadamente 
especializado como es la autoevaluación de riesgos. Esta disposición invierte la lógica 
de la competencia técnica. Mientras el OC posee una formación especializada en ries-
gos de cumplimiento y estándares internacionales (GAFI), el auditor interno tiene una 
formación que si bien incluye elementos de Compliance, está mayormente orientada al 
control financiero y operativo general. Estamos haciendo que el trabajo del experto téc-
nico quede supeditado a la revisión de quien solamente posee conocimientos generales.
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Someter el diseño de la estrategia de riesgos al dictamen de quien carece de la 
formación específica en la materia constituye lo que la doctrina denomina “dilución de 
la responsabilidad técnica”. Como señala Michel Foucault sobre los sistemas de fisca-
lización y jerarquía: “ El ejercicio de la supervisión se convierte en un ritual de poder 
que, en lugar de garantizar la calidad, asegura la subordinación del conocimiento 
especializado a un control burocrático centralizado, a menudo menos competente.”6

La erosión del poder de decisión que acabamos de explicar parece aún más 
carente de lógica cuando recordamos que la norma ubica al OC en el mismo nivel del 
Presidente de la institución, reportando directamente a la Junta Directiva. Si bien esto 
emula el estándar internacional de independencia, en la cultura corporativa y en la 
estructura de la Providencia, esta jerarquía se revela como una ficción orgánica.

La independencia real no emana de la posición en el organigrama, sino de la 
capacidad de veto y de la autonomía presupuestaria. Al no estar dotado de potestades 
de mando sobre las áreas de negocio y al ser evaluado bajo criterios administrativos 
generales, el OC queda atrapado en una posición de “soledad institucional”.

Sobre este fenómeno de las estructuras nominales, Max Weber en Economía y 
Sociedad advierte: “ La posición formal en una jerarquía carece de significado si el 
poder real del conocimiento experto se ve coartado por obstáculos procedimentales 
que impiden al especialista actuar según su propio juicio profesional.”7

Al obligar a que el auditor interno, cuya función es la evaluación ex-post del 
sistema, intervenga en el diseño ex-ante del manual, se contamina su propia indepen-
dencia. El auditor termina revisando una pieza en cuya validación participó, lo que 
anula la objetividad de la auditoría anual obligatoria. Esta configuración contraviene 
el principio de separación de funciones fundamental en la administración de riesgos. 
El resultado es un sistema donde la autoridad del especialista es cuestionada por el 
inexperto, y la revisión del inexperto es validada por él mismo en el ciclo de auditoría.

La arquitectura de la Providencia, lejos de fortalecer al oficial de cumplimiento, 
lo somete a un asedio burocrático. La subordinación técnica al auditor y la nivelación 
jerárquica nominal sin poder real de ejecución transforman al OC en un gestor de for-
mularios más que en un estratega de riesgos. Para que la prevención sea efectiva, la 
autoridad debe ser sustantiva, no protocolar. Someter el conocimiento del experto a la 
revisión del inexperto no es una medida de control, sino una garantía de mediocridad 
sistémica que vulnera la seguridad del sector asegurador.

6	 Michel Foucault, Discipline and Punish: The Birth of the Prison (Nueva York: Pantheon Books, 1975). 41.
7	 Max Weber, Economy and Society (Berkeley: University of California Press, 1922). 199.
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CONCLUSIONES

El examen analítico del entramado normativo que rige al sector asegurador vene-
zolano devela una profunda asimetría entre las intenciones de fiscalización del Estado 
y la realidad operativa de los sujetos obligados. La acumulación desmedida de exi-
gencias documentales, lejos de edificar una fortaleza inexpugnable contra los ilícitos 
financieros, ha terminado por configurar lo que Cass Sunstein denomina una «niebla 
de cumplimiento». En este escenario hipertrófico, la visibilidad se reduce a cero; la 
redundancia en la recopilación de información satura los canales de denuncia y genera 
un ruido burocrático que, paradójicamente, oscurece las actividades verdaderamente 
sospechosas.

Esta patología del exceso halla su más severa impugnación en la perspectiva 
utilitarista de Jeremy Bentham. Cuando el costo social, institucional y económico de 
implementar una medida de control supera con creces el daño potencial de la infracción 
que pretende mitigar, la norma se despoja de su legitimidad racional. La fiscalización 
ciega de riesgos de minimis (aquellos marginales o insignificantes) desvirtúa el espíritu 
original del Enfoque Basado en Riesgo. Al exigir el mismo rigor documental para un 
seguro de salud o de responsabilidad civil vehicular que para los productos de vida, el 
sistema normativo incurre en una ineficiencia flagrante.

La intromisión de dinámicas procedimentales extrañas en la organización del 
sujeto obligado ha terminado por fracturar la autonomía técnica del oficial de cumpli-
miento. Al condicionar su criterio a la intervención o fiscalización ex-ante del auditor 
interno, el sistema de control interno sufre una mutación regresiva. Como bien advertía 
Max Weber, la posición formal dentro de una estructura jerárquica carece de signifi-
cado y validez si el poder real del conocimiento experto se ve coartado por obstáculos 
procedimentales. Cuando al especialista se le impide actuar según su propio juicio pro-
fesional, lo más probable es que el cumplimiento propiamente dicho sufra una merma.

Esta subordinación funcional consuma la advertencia de Michel Foucault: el 
ejercicio de la supervisión se desvía de su propósito sustantivo para convertirse en 
un mero «ritual de poder». Lo que se asegura bajo este esquema no es la calidad ni la 
eficacia de la administración del riesgo, sino la sumisión del conocimiento especializa-
do a un control burocrático centralizado y, con frecuencia, metodológicamente menos 
competente para el análisis predictivo. El oficial de cumplimiento, despojado de su 
autoridad como intérprete del riesgo, queda incluso indefenso ante las graves sanciones 
que apareja su cargo, invalidando la naturaleza misma de su designación institucional.

Desde las categorías del análisis económico del derecho, la imposición de eleva-
dos costos de búsqueda y verificación documental representa una distorsión intolerable 
en el tráfico mercantil. Richard Posner demostró con lucidez que, cuando la ley tras-
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lada a los particulares cargas informativas que el Estado podría centralizar o resolver 
de manera eficiente a través de registros públicos unificados, se genera una pérdida 
irrecuperable de eficiencia (deadweight loss) para la economía en su conjunto. En el 
mercado del seguro, este desperdicio de recursos se traduce de forma inmediata en un 
encarecimiento de las primas y en la exclusión de sectores vulnerables que no logran 
sortear la barrera del papeleo excesivo.

La hiper-regulación oblitera la fluidez del contrato de seguro, cuya naturaleza 
primigenia es la protección del ser humano frente a la adversidad. Al desviar el presu-
puesto, el capital tecnológico y el talento humano hacia la satisfacción de un archivo 
de cumplimiento estéril, se desatiende la verdadera misión de la administración del 
riesgo. El sistema se torna ineficiente y quizás ineficaz. Como señala Nassim Nicholas 
Taleb, el peligro de los expertos radica en que miden únicamente lo visible, asumiendo 
de manera falaz que lo no visible no existe. El formalismo premia la regularidad del 
expediente impreso, pero permanece vulnerable ante acciones subterráneas de la delin-
cuencia organizada que operan, precisamente, mimetizados en la perfección del dato 
formal.

La superación de la crisis del formalismo regulatorio exige una reconfiguración 
de los principios de proporcionalidad y razonabilidad jurídica. El Enfoque Basado en 
Riesgo debe ser rescatado de su actual cautiverio burocrático para ser restituido como 
una herramienta flexible, capaz de modular las exigencias estatales en función de las 
realidades tangibles de cada ramo y mercado. El Estado y sus órganos de control deben 
abandonar la lógica de la desconfianza presuntiva y asumir un rol de coordinación si-
métrica, reconociendo en el sujeto obligado a un aliado técnico y no a un infractor en 
potencia.

Restaurar el sistema implica, antes que nada, devolver la dignidad al juicio pro-
fesional del especialista, liberándolo de la tutela paralizante de auditorías mal con-
cebidas. Implica también depurar los procesos documentales en los sectores de bajo 
impacto, permitiendo que el contrato de seguro cumpla su función social de resguardo 
sin transformarse en un calvario administrativo. En esa devolución de la cordura técni-
ca reside la única esperanza de edificar una estructura de supervisión que sea, a la vez, 
rigurosa, justa y profundamente humana.
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Declaración sobre el uso de tecnologías de Inteligencia Artificial (IA)
El autor declara que en la preparación y optimización formal de este artículo se recurrió a la asisten-
cia de herramientas de Inteligencia Artificial (IA). En cumplimiento de los estándares internaciona-
les de transparencia académica, se precisan el alcance y los límites de dicha interacción:
Para qué ha sido usada: La IA se empleó exclusivamente como un soporte auxiliar en tareas de 
estilización lingüística, traducción técnica de textos de derecho comparado (preservando el rigor de 
las categorías dogmáticas originales) y mecanografía del andamiaje bibliográfico. Asimismo, actuó 
como un interlocutor dialéctico en la estructuración formal de las secciones, facilitando el ordena-
miento de los argumentos críticos expuestos.
Para qué NO ha sido usada: La herramienta no sustituyó, en ningún caso, la labor de investigación 
jurídica, la selección del corpus teórico ni la formulación de las tesis principales. La conceptuali-
zación del problema (la «niebla de cumplimiento»), el análisis crítico de la Providencia SAA-01-
0536-2024, la vinculación hermenéutica con el Análisis Económico del Derecho y la sociología 
crítica, así como las conclusiones y propuestas finales, son de la exclusiva autoría, juicio profesional 
y responsabilidad intelectual del firmante.
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